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Secreto, del latín secretus, es algo oculto, escondido y separado del conocimiento de los demás. El secreto, por lo tanto, es ignorado por la mayoría de las personas, excepto por aquellas que lo comparten.

“Claro que estos desempeños implican también modos diversos de entender las faenas periciales. Así como a veces los fiscales o los jueces preguntan de manera tal que se vean relevados de la inquietante tarea de decidir, a veces los expertos responden de modo de aliviar estas angustias sin señalar los límites posibles de sus afirmaciones. Y son estas maneras distintas de concebir las tareas del experto, las que se deberían explorar cuidadosamente desde alguna suerte de ética de la tarea.  Un catálogo que debería completarse con las cuestiones que suscitan aquellos casos en los que el experto es interrogado por una categoría ajena a su saber (como podría serlo la peligrosidad de una persona), o por los otros en que recibe una información de boca de quienes poseen un silencio constitucionalmente garantizado (como los imputados), que habilitaría preguntarse por el sentido y el alcance del secreto profesional en estos desempeños”.Dr. Ernesto Domenech, Juez Tribunal Oral nº 3 La Plata. Conferencia Colegio de Abogados La Plata, julio 2007.




El trabajo social es una profesión enmarcada en el desarrollo de la sociedad capitalista. Su ubicación en un lugar de permanente tensión entre intereses contrapuestos es un tópico ampliamente tratado en la literatura propia.
Si bien no existe una univoca interpretación  de esta ubicación e  implicación, aquí se considera que dicha tensión es fundante, y terreno diario de desempeño profesional de los trabajadores sociales.
Ese escenario de conflictos, de proyectos diferentes, de intereses contrapuestos y de indefinición previa permite, a la vez que condiciona, el desarrollo de la actividad profesional. Requiere de amplia formación, sostenida en el tiempo,  de posicionamiento y compromiso claro en relación a la mirada del profesional, para entender y explicar la realidad que se pretende transformar o que se busca explicar. Fuertemente unido al respeto por los derechos humanos el trabajo social como profesión, debe ir construyendo identidades y prácticas ligadas al paradigma de respeto de todos los derechos fundamentales para todos los sujetos con quienes trabaja.
El secreto profesional se vincula con el derecho a la intimidad y a la dignidad, contemplados en la Declaración de los Derechos Humanos, de allí la relevancia de mantener su reserva en el marco del ejercicio profesional. Esta obligación de secreto no es una decisión o elección personal, es una responsabilidad jurídicamente reglada.
Todas las intervenciones profesionales requieren de la construcción de un vínculo, de un diálogo que haga posible y valorada la interrelación profesional-comunidad. El trabajo social interviene, conoce y transita el mundo de lo cotidiano.
La vida cotidiana de los otros, su desarrollo, sus manifestaciones, sus tragedias y felicidades, constituye el escenario de intercambio, de intervención. La real apropiación y significación de ese mundo de los otros por parte de los profesionales del trabajo social, solo puede lograrse mediante una relación profunda, solo alcanzada a través de la construcción conjunta de espacios de confianza, seguridad y conocimiento. 
No importa el tiempo de su duración, se trate de una actividad de asistencia permanente y sostenida en el tiempo, de asesoramiento, o de una intervención puntual por las características de la tarea, esa construcción de vinculo debe ser el terreno donde circule la palabra,  un ámbito de confianza, de claridad, de intercambio de información, de consustanciación con la coyuntura personal de quien es sujeto de la intervención profesional. Debe estar signado por el compromiso y la confianza. 
La intervención profesional del trabajo social con la construcción de pericias sociales, es un proceso que siempre trae de suyo la elaboración de un documento escrito que circulara por ante diferentes miradas, en un expediente. La práctica pericial supone de antemano que la intervención será reflejada en papel siempre, que siempre se romperá el secreto de lo hablado en la entrevista en virtud de cumplir con la función asignada, y que ese contenido será conocido por otros no presentes al momento de su producción oral. La actividad pericial lleva de suyo entonces una ruptura de ese resguardo de privacidad.  
La relación profesional-usuarios implica el respeto por el resguardo de todo lo hablado en el marco de la entrevista, pero luego debemos transformar lo dicho en información escrita, y romper parcialmente ese secreto en virtud de la elaboración de la propia intervención, por lo que tenemos la obligación de  tomar recaudos básicos.
Toda práctica profesional debe basarse en el aporte de información clara a los usuarios/entrevistados sobre el objetivo de la intervención, de otras medidas que se realizaran a los fines de cumplimentar la tarea, quien solicita la intervención, que curso se le dará a la misma, y si fuera posible, es deseable adelantar las conclusiones o recomendaciones que el profesional efectuara a partir de la tarea desarrollada.
En cuanto a la información escrita, la concreta elaboración de fichas, informes sociales, pericias, etc., nada debe incluirse como dato por fuera de lo estrictamente necesario para dar cumplimiento a la medida solicitada. Habiendo previamente puesto en conocimiento de los entrevistados, el destino que se dará a ese documento.
“El secreto profesional tiene por objeto dicha esfera íntima de la persona, considerada tanto en su entidad física como moral. Quedan excluidas las sanciones que le atañen desde varios puntos de vista: familiar, político, comercial, económico, religioso, etc. Este secreto se basa en la necesidad, por diferentes motivos, de confiar a una persona asuntos reservados debido a su estado, posición, oficio, empleo, profesión o arte”. (CIFUENTES, Santos, El derecho a la intimidad, El Derecho, t. 57, p. 838.)

La elaboración de una pericia social, con su escritura rompe el secreto profesional. Se está comunicando a otros, a terceros, sobre información recabada, pero dicha condición debe restringirse al máximo posible. Por ello:
· Las  pericias deben responder específicamente a los interrogantes planteados, descartándose información o datos no pertinentes que pudieran surgir en el curso de las entrevistas.
· La información que los trabajadores sociales relevamos, generalmente es amplia. No se ciñe a lo necesario. Es común que las entrevistas deriven por temas diversos, aun propios por ejemplo del delito que se está investigando, pero el profesional debe seleccionar luego la información imprescindible para realizar la evaluación social requerida y solo esa volcarla en el cuerpo del informe. Dicha diversidad y lo profuso de la investigación social, deviene de la posibilidad de crear un intercambio fuerte con los entrevistados (lo que es deseable).
· Cualquier información dada al profesional solicitando expresamente reserva, debe ser guardada celosamente.
· En el marco de una causa penal, nunca y este es un  imperativo ético superior, debe hablarse a cerca de la culpabilidad o intervención en el hecho delictivo que se le imputa aunque el entrevistado se refiera ampliamente a ello. Hay varias razones para ello pero fundamentalmente:
Los trabajadores sociales no hacemos investigación criminal, no es nuestra incumbencia profesional, no descubrimos culpabilidad ni inocencia de las personas. Somos llamados para dar cuenta del derrotero social de un sujeto, su historia de vida, su futuro.
Los trabajadores sociales no tomamos declaración testimonial en ningún caso a las personas a las que entrevistamos.
Los trabajadores sociales no podemos brindar garantías a los entrevistados para que confiesen, sin un abogado de la defensa, y estaríamos vulnerando sus derechos fundamentales.

La Ley Federal de Trabajo Social, establece en su artículo 11 que es obligación del/la profesional “mantener el secreto profesional con sujeción a lo establecido por la legislación vigente en la materia”. Con relacion a ello recordamos que el Código de Ética profesional de la Provincia de Buenos Aires, establece en sus art. 25 y 26:
 “El secreto profesional es un deber y una obligación que nace de la esencia misma y de los principios de la profesión. Los profesionales en Servicio Social tienen el deber y la obligación de conservar como secreto todo cuanto vean, oigan y conozcan por imperio de su profesión y en el ejercicio de la misma”.
“ART. 26: Esta obligación básica de mantener una absoluta reserva sobre la información obtenida de una o varias persona/s en su trabajo profesional, podrá exceptuarse únicamente en las siguientes situaciones:
a) Cuando de no hacerlo pudiera surgir un claro e inminente peligro para otra persona o para la sociedad. Aún en estos casos esta información sólo podrá ser revelada a aquellos profesionales o a la autoridad pública competente.
b) Las historias sociales, informes y otros datos reverentes a los usuarios podrán ser utilizadas como material didáctico o ilustrativo, siempre que previamente se hayan tomado las medidas preventivas que imposibiliten la identificación de las personas.
c) Deberá tomar las medidas necesarias para asegurar el carácter reservado y confidencial de los informes, legajos, ficheros, etc., que obren en su poder y arbitrar los medios que posibiliten su destrucción final”.

Establece además:
ART. 31: Son faltas graves y contrarias a la Ética Profesional, aquellas cuyos resultados lesionen el bien común y la práctica profesional, a saber:
a) Ejecutar de mala fe actos reñidos con el buen ejercicio de la profesión e incurrir en omisiones culposas, aun cuando sea en cumplimiento de órdenes de autoridades.
b) Ejecutar en el ejercicio profesional acciones que entrañen malicia o dolo, o que sean contrarias al bien común.
c) Permitir que sus servicios profesionales o su nombre, hagan posible el ejercicio de la profesión por quienes no estén legalmente autorizados a ello.
d) Autorizar documentos técnicos que no hayan sido estudiados, ejecutados o revisados personalmente.
e) Usar la actividad profesional para realizar proselitismo confesional, político o ideológico.
f) Actuar o comprometerse en cualquier forma o práctica que tienda a desacreditar el honor o la dignidad de la profesión.
g) Suscribir, expedir o contribuir a que se otorguen títulos, diplomas, certificados de idoneidad profesional, a personas que no lleguen a cumplir con los requisitos indispensables para ejercer la profesión de conformidad con los principios de ética, las leyes y los reglamentos.
h) Efectuar en sus escritos e informes verbales citas tendenciosamente incompetentes o contrarias a la verdad.
i) Actuar con irresponsabilidad profesional, sea por negligencia, impericia o imprudencia en el ejercicio de la profesión.
ART. 32: Son actos contrarios a la ética, realizar en el ejercicio profesional acciones que excedan las competencias asignadas por el Colegio Profesional en base a disposiciones y legislación vigente.
La violación del secreto está penada por la legislación argentina, pautada en el apartado “Violación de secretos y de la privacidad” en el Código Penal (art. 153 al 157 bis).[footnoteRef:1] [1:  Violación de Secretos y de la Privacidad
(Epígrafe sustituido por art. 3° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)
ARTICULO 153. - Será reprimido con prisión de quince (15) días a seis (6) meses el que abriere o accediere indebidamente a una comunicación electrónica, una carta, un pliego cerrado, un despacho telegráfico, telefónico o de otra naturaleza, que no le esté dirigido; o se apoderare indebidamente de una comunicación electrónica, una carta, un pliego, un despacho u otro papel privado, aunque no esté cerrado; o indebidamente suprimiere o desviare de su destino una correspondencia o una comunicación electrónica que no le esté dirigida.
En la misma pena incurrirá el que indebidamente interceptare o captare comunicaciones electrónicas o telecomunicaciones provenientes de cualquier sistema de carácter privado o de acceso restringido.
La pena será de prisión de un (1) mes a un (1) año, si el autor además comunicare a otro o publicare el contenido de la carta, escrito, despacho o comunicación electrónica.
Si el hecho lo cometiere un funcionario público que abusare de sus funciones, sufrirá además, inhabilitación especial por el doble del tiempo de la condena.
(Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)
ARTICULO 153 BIS. - Será reprimido con prisión de quince (15) días a seis (6) meses, si no resultare un delito más severamente penado, el que a sabiendas accediere por cualquier medio, sin la debida autorización o excediendo la que posea, a un sistema o dato informático de acceso restringido.
La pena será de un (1) mes a un (1) año de prisión cuando el acceso fuese en perjuicio de un sistema o dato informático de un organismo público estatal o de un proveedor de servicios públicos o de servicios financieros.
(Artículo incorporado por art. 5° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)
ARTICULO 154. - Será reprimido con prisión de uno a cuatro años, el empleado de correos o telégrafos que, abusando de su empleo, se apoderare de una carta, de un pliego, de un telegrama o de otra pieza de correspondencia, se impusiere de su contenido, la entregare o comunicare a otro que no sea el destinatario, la suprimiere, la ocultare o cambiare su texto.
ARTICULO 155. - Será reprimido con multa de pesos un mil quinientos ($ 1.500) a pesos cien mil ($ 100.000), el que hallándose en posesión de una correspondencia, una comunicación electrónica, un pliego cerrado, un despacho telegráfico, telefónico o de otra naturaleza, no destinados a la publicidad, los hiciere publicar indebidamente, si el hecho causare o pudiere causar perjuicios a terceros.
Está exento de responsabilidad penal el que hubiere obrado con el propósito inequívoco de proteger un interés público.
(Artículo sustituido por art. 6° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)
ARTICULO 156. - Será reprimido con multa de pesos mil quinientos a pesos noventa mil e inhabilitación especial, en su caso, por seis meses a tres años, el que teniendo noticia, por razón de su estado, oficio, empleo, profesión o arte, de un secreto cuya divulgación pueda causar daño, lo revelare sin justa causa.
(Nota Infoleg: multa actualizada por art. 1° de la Ley N° 24.286 B.O. 29/12/1993)
ARTICULO 157. - Será reprimido con prisión de un (1) mes a dos (2) años e inhabilitación especial de un (1) a cuatro (4) años, el funcionario público que revelare hechos, actuaciones, documentos o datos, que por ley deben ser secretos.
(Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)
ARTICULO 157 bis. -Será reprimido con la pena de prisión de un (1) mes a dos (2) años el que:
1. A sabiendas e ilegítimamente, o violando sistemas de confidencialidad y seguridad de datos, accediere, de cualquier forma, a un banco de datos personales;
2. Ilegítimamente proporcionare o revelare a otro información registrada en un archivo o en un banco de datos personales cuyo secreto estuviere obligado a preservar por disposición de la ley.
3. Ilegítimamente insertare o hiciere insertar datos en un archivo de datos personales.
Cuando el autor sea funcionario público sufrirá, además, pena de inhabilitación especial de un (1) a cuatro (4) años.
(Artículo sustituido por art. 8° de la Ley N° 26.388, B.O. 25/6/2008)





] 


En ocasiones existen circunstancias propias de la intervención que hacen dudar sobre que comunicar y que no. Sobre el que revelar de las entrevistas. Sobre todo la duda surge cuando el silencio podría implicar un riesgo. Los motivos están claramente establecidos en el código de ética profesional y en el Código Penal. Aunque siempre deben buscarse los interlocutores adecuados a tal fin.
Existen además hoy planteadas legalmente instancias, tipo de delito y características de las víctimas (menores de edad, incapaces) en que debe obligatoriamente hacerse la denuncia ante el conocimiento de un hecho del que están siendo objeto, en medio de la intervención profesional.
Debe además diferenciarse entonces: que será objeto de inclusión en la pericia social, que será objeto de denuncia, y que será objeto de intervención o derivación. En ocasiones están instancias pueden excluirse.
Particularmente, en el ámbito forense, el perito no debe constituirse en juzgador. En ocasiones las ideas propias, sobre temas que generalmente provocan controversias, tienden a imponer una representación de justicia, o  hacer primar la intención de imponer lo entendido como justo. Pero ello no debe traducirse en las elaboraciones de dictámenes periciales. Temas que nos interpelan, nos angustian, nos duelen, nos enojan, nos tientan a ocupar un lugar para el que no estamos llamados. Grave equivocación sería posicionarnos en él, y tal ubicación por si sola invalidaría la propia práctica pericial, que no prescinde de la subjetividad del profesional, pero que debe orientarse científicamente y sin otra pretensión que la de describir y explicar,  científica y teóricamente la realidad social particularizada.
Para preservar el secreto profesional se requiere así mismo de condiciones edilicias adecuadas, donde existan lugares de privacidad para llevar adelante las entrevistas en sede, condiciones básicas de comodidad para el intercambio si las entrevistas son en territorio, así como garantías institucionales de resguardo posible de la información aportada en las pericias.
El secreto profesional es un derecho que asiste a quienes entrevistamos, una responsabilidad profesional y una obligación institucional de resguardo de la información.

